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Temas:   
VALORACIÓN DEL GRADO DE INVALIDEZ PARA REANUDAR EL PAGO DE LAS MESADAS PENSIONALES  / HECHO SUPERADO. “[E]l asunto puesto en conocimiento por el accionante tiene que ver con un reclamo de índole prestacional, para lo cual el interesado tiene a su alcance la posibilidad de instaurar las acciones legales ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo con el fin de debatir lo dispuesto en la Resolución RDP 025834 del 13 de julio de 2016, por lo que la acción constitucional no procede para que se reactive la cancelación de las mesadas dejadas de percibir por el accionante, la cual está condicionada a la revisión de la invalidez del señor Giraldo Taborda, pues ello implicaría necesariamente pronunciarse sobre la legalidad de ese acto administrativo por medio del cual se suspendió el pago de la pensión de invalidez, lo cual no es dable en sede de tutela, en consideración a su naturaleza residual y subsidiaria. Sin embargo, como  el señor Giraldo Taborda aportó con la demanda de tutela los correos electrónicos y las peticiones tendientes a que el FOPEP le explicara por qué no le habían consignado la mesada (Fls.8-16), la Sala considera que se debe dar credibilidad a sus dichos en el entendido, de que sólo se enteró que la no comparecencia a la cita para la revisión de su invalidez luego de que le enviaran copia de la Resolución RDP 025834 aludida. En tal sentido y  ante la manifestación de accionante de que la mesada que percibe por concepto de su incapacidad laboral es el único ingreso con el que cuenta para el sustento económico de su hogar, la suspensión de la misma afecta su mínimo vital, por lo tanto, este Tribunal concluye, tal como lo hizo el A quo, que era necesario que el señor Giraldo Taborda fuera valorado por la ARL POSITIVA para que su invalidez fuera revisada.  (…) Ahora bien, el impugnante, ARL POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS, informó que al señor Giovanni Giraldo Taborda se le había programado cita de valoración revisión para el 6 de enero de 2017 para las 3:00 p.m. en la dirección carrera 8ª No.18-60 de la ciudad de Pereira con el médico especialista laboral, situación que fue corroborada por el accionante a la auxiliar de Magistrado, según constancia visible a folio 4, cuaderno de segunda instancia. Lo anterior, significa que dentro del  presente trámite se logró determinar que uno de los motivos de amparo constitucional fue superado.”.
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SALA DE DECISIÓN PENAL
     M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintiuno (21) de febrero de dos mil diecisiete (2017)

Aprobado por Acta No.0153
Hora: 9:00 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la apoderada judicial de la representante legal de la ARL POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A. en contra de la sentencia proferida el 29 de diciembre de 2016 por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira, dentro de la tutela instaurada por el señor Giovanni Giraldo Taborda en contra de la UGPP, FOPEP y POSITIVA CÍA. DE SEGUROS S.A.

2. ANTECEDENTES
2.1. Informó el señor Giovanni Giraldo Taborda que fue pensionado por invalidez en el año 1986, debido a la pérdida de capacidad laboral por amputación de la mano derecha, pensión que le fue reconocida por el entonces ISS, la que luego fue asumida por la ARL POSITIVA.

Señaló que en el mes de diciembre de 2016 fue suspendido el pago de la pensión mencionada por parte del FOPEP y que luego de múltiples averiguaciones y correos electrónicos enviados a las entidades pertinentes, supo que la causa del no pago de su mesada fue la falta de valoración médica exigida en la norma vigente, lo que quedó consignado en la Resolución RDP 025834 del 13 de julio de 2016 expedida por la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP, decisión que nunca le fue notificada. 

Por lo tanto, consideró que la suspensión del pago de la mesada pensional se ve altamente afectado su mínimo vital como quiera que no dispone de otros medios económicos para el sostenimiento propio y de su familia, siendo la pensión la única fuente de ingresos. En tal sentido, solicitó que la protección de esa prerrogativa constitucional y se ordene a quien corresponda, de manera inmediata, el pago de las mesadas pendientes y que se programe la cita médica para la revisión de su estado de salud, la cual debe ser notificada  por medio físico o a las direcciones que reposan tanto en la UGPP como en el FOPEP. (Fls. 1-5)
2.2. Se tuvieron como pruebas las allegadas a folios 6 al 32.

3. RESPUESTAS A LA DEMANDA DE TUTELA

3.1. FONDO DE PENSIONES PÚBLICAS – FOPEP

Indicó que frente al caso del señor Giraldo Taborda se pudo establecer que por razones que resulta ajenas a su conocimiento, en el mes de noviembre de 2016 la UGPP suspendió los pagos al actor con la nota de suspendida por aclaratoria de auto.

Informó que de acuerdo al artículo 80 de la Ley 1753 de 2015, las pensiones que actualmente se encuentran a cargo de POSITIVA S.A., cuyos derechos fueron causados originalmente en el ISS, serían administrados por la UGPP y pagadas por el FOPEP previo el traslado de la reserva actuarial correspondiente.

Señaló que para el momento en que la UGPP proceda a realizar el reporte de incorporación del accionante en nómina, para lo cual advierte que debía  hacerse dentro de los cuatro primeros días del mes de enero de 2017, ese Consorcio tramitaría ante el Ministerio de Trabajo la obtención de los recursos con el fin de hacer efectivo el pago de la mesada el día 25 calendario o siguiente hábil de enero, y el giro de los descuentos por concepto de aportes al sistema de seguridad social en salud se realizaría a más tardar el 13 del mes siguiente. Por lo tanto, si el reporte de la  novedad no es remitido por la UGPP en dicho término, los pagos aludidos se harían para el mes siguiente y sucesivamente, hasta que se haga el citado reporte. 

Por lo anterior, solicitó que se desvincule de la presente acción por no haber vulnerado derechos fundamentales al actor.  (Fls. 40-42)

3.2. La ARL POSTIVA (Fls. 56-78) y la UGPP (Fls. 79-84) respondieron a la demanda luego de emitido el fallo, en tal sentido, no se tendrán en cuenta, por ser extemporáneas.
4. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

El 29 de diciembre de 2016 el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira decidió tutelar los derechos fundamentales invocados por el señor Giovanni Giraldo Taborda y como consecuencia de ello, ordenó a la ARL POSITIVA que dentro de los 5 días siguientes a la notificación de la sentencia, si aún no lo había hecho, remitiera al accionante para la valoración médica necesaria para restablecer el pago de su pensión de invalidez y una vez realizado lo anterior, debía informar de manera inmediata, lo pertinente a la UGPP para que esa Unidad reportara la novedad  al FOPEP con el fin de que este Fondo en los términos legales, reactivara el pago de las mesadas pensionales adeudas al accionante, si a ello hubiere lugar.  (Fls. 44-46) 
La ARL POSITIVA fue notificada mediante el oficio No.2652 del 30 de diciembre de 2016 enviado al correo electrónico el 4 de enero de 2017 (folio 43, frente y vuelto).

5.  FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para impugnar, el 5 de enero de 2017, la ARL POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS radicó un escrito que aparece recibido en el juzgado de conocimiento el 5 de enero de 2017, mediante el cual indicó que ya se había programado cita de valoración revisión para el 6 de enero de 2017 para las 3:00 p.m. en la dirección carrera 8ª No.18-60 de la ciudad de Pereira con el médico especialista laboral, por lo que considera que la finalidad de la acción constitucional se encuentra superada.

Por lo tanto, solicitó que se revoque el fallo y en consecuencia, se desestimen las pretensiones del actor en contra de esa ARL.  (Fls. 52 y 53)

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto
6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación  si la decisión adoptada por el juez de primer nivel fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario hay lugar a revocar la sentencia, bajo los argumentos expuestos por la parte impugnante.

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

6.6. La seguridad social como derecho constitucional fundamental y su protección por medio de la acción de tutela (SU-060 de 2010):
 “4.- La seguridad social se erige en nuestro ordenamiento jurídico como un derecho constitucional a cuyo cumplimiento se compromete el Estado, según se sigue de la lectura del artículo 48 superior, el cual prescribe lo siguiente: “Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social”[2]. 

 La protección que le otorga el ordenamiento constitucional al derecho a la seguridad social se complementa y fortalece por lo dispuesto en el ámbito internacional pues son varios los instrumentos internacionales que reconocen el derecho de las personas a la seguridad social[3]. El artículo 16 de la Declaración Americana de los Derechos de la Persona afirma que: 

 “Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia”. 
De manera similar, el artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales prescribe:   “Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social. 1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes. (…)”

6.7. DEL CASO EN CONCRETO 

6.7.1. De las pruebas allegadas con la demanda de tutela, se advierte que la Comisión de Prestaciones del ISS, Risaralda reconoció al señor Giovanni Giraldo Taborda la pensión por invalidez profesional mediante la Resolución No.1960 del 3 de diciembre de 1986 (Fls. 6 y 7).  Así mismo, aparece copia de la Resolución RDP 025834 del 13 de julio de 2016 expedida por la UGPP por medio de la cual se decidió suspender el pago de la  pensión de invalidez reconocida al señor Giraldo Taborda (Fls. 22 y 23), decisión última que adujo el actor no fue notificada y por lo tanto, la suspensión de la mesada pensional vulneraba sus derechos fundamentales al debido proceso y al mínimo vital.
6.7.2.  Así las cosas, revisado el contenido de la Resolución RDP 025834 del 13 de julio de 2016, se observa que la UGPP para suspender el pago de la pensión de invalidez al señor Giraldo Taborda lo hizo conforme a la solicitud enviada por la ARL POSITIVA COMPAÑÍA en el sentido de que el accionante no se había presentado a la cita para revisión del esta de invalidez, pese a todas las notificaciones que se le habían hecho tanto su correo electrónico como por avisos de prensa, sin que se hubiera podido lograr la presentación del actor para valoración aludida (Fls. 17-23).

6.7.3.  Indica el artículo 44 de la Ley 100 de 1993 que el estado de invalidez podrá revisarse “a)  Por solicitud de la entidad de previsión o seguridad social correspondiente cada tres (3) años, con el fin de ratificar, modificar o dejar sin efectos el dictamen que sirvió de base para la liquidación de la pensión que disfruta su beneficiario y proceder a la extinción, disminución o aumento de la misma, si a ello hubiere lugar.”  
Por su parte, el artículo 80 de la Ley 1753 de 2015 “Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018” señala que “las pensiones que actualmente están a cargo de Positiva S.A., cuyos derechos fueron causados originalmente en el Instituto de Seguros Sociales, serán administradas por la UGPP y pagadas por el FOPEP, previo el traslado de la reserva actuarial correspondiente, de acuerdo con la reglamentación que expida el Gobierno Nacional.”  Al respecto, el Decreto 1437 de 2015 por el cual se reglamenta el artículo 80 antes aludido, señala en los artículos 1º , 8 y 9º, lo siguiente:

Artículo 1°. Asignación de competencias. A partir del 30 de junio de 2015, las pensiones que actualmente están a cargo de Positiva Compañía de Seguros S. A., cuyos derechos fueron causados originalmente en el Instituto de Seguros Sociales serán administradas por la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP) y a partir del mes siguiente se efectuará el respectivo pago a través del Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional (Fopep).
Artículo 8°. Revisión del estado de invalidez. A partir del 1° de enero de 2016, la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP) realizará la revisión de las pensiones cuya función asume a través del presente decreto, para lo cual podrá contratar con terceros las actividades relacionadas con dicha revisión.

(…)

Artículo 9°. Revisión y revocatoria de pensiones. La Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP), deberá realizar las verificaciones de que tratan los artículos 19 y 20 de la Ley 797 de 2003. Para el efecto deberá proceder a la revocatoria del acto administrativo o a solicitar su revisión en los términos establecidos por las normas vigentes.(…)”
6.7.4. De acuerdo con lo anterior, el asunto puesto en conocimiento por el accionante tiene que ver con un reclamo de índole prestacional, para lo cual el interesado tiene a su alcance la posibilidad de instaurar las acciones legales ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo con el fin de debatir lo dispuesto en la Resolución RDP 025834 del 13 de julio de 2016, por lo que la acción constitucional no procede para que se reactive la cancelación de las mesadas dejadas de percibir por el accionante, la cual está condicionada a la revisión de la invalidez del señor Giraldo Taborda, pues ello implicaría necesariamente pronunciarse sobre la legalidad de ese acto administrativo por medio del cual se suspendió el pago de la pensión de invalidez, lo cual no es dable en sede de tutela, en consideración a su naturaleza residual y subsidiaria.
6.7.5. Sin embargo, como  el señor Giraldo Taborda aportó con la demanda de tutela los correos electrónicos y las peticiones tendientes a que el FOPEP le explicara por qué no le habían consignado la mesada (Fls.8-16), la Sala considera que se debe dar credibilidad a sus dichos en el entendido, de que sólo se enteró que la no comparecencia a la cita para la revisión de su invalidez luego de que le enviaran copia de la Resolución RDP 025834 aludida.  En tal sentido y  ante la manifestación de accionante de que la mesada que percibe por concepto de su incapacidad laboral es el único ingreso con el que cuenta para el sustento económico de su hogar, la suspensión de la misma afecta su mínimo vital, por lo tanto, este Tribunal concluye, tal como lo hizo el A quo, que era necesario que el señor Giraldo Taborda fuera valorado por la ARL POSITIVA para que su invalidez fuera revisada. 
6.7.6. La jurisprudencia de la Corte Constitucional indicó que el mínimo vital se vulnera por la falta de pago en la cancelación de las mesadas pensionales e indicó que ese es un derecho que “i) Tiene un carácter móvil y multidimensional que no depende exclusivamente del análisis cuantitativo de ingresos y egresos de la persona; (ii) como herramienta de movilidad social, el mínimo vital debe ser entendido de manera dual, ya que además de ser una garantía frente a la preservación de la vida digna, se convierte en una medida de la justa aspiración que tienen todos los ciudadanos de vivir en mejores condiciones y de manera más cómoda; y (iii) en materia pensional, el mínimo vital no sólo resulta vulnerado por la falta de pago o por el retraso injustificado en la cancelación de las mesadas pensionales sino también por el pago incompleto de la pensión, más cuando se trata de sujetos de especial protección constitucional.”
 (Subrayas nuestras)
6.7.6.  Ahora bien, el impugnante, ARL POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS, informó que al señor Giovanni Giraldo Taborda se le había programado cita de valoración revisión para el 6 de enero de 2017 para las 3:00 p.m. en la dirección carrera 8ª No.18-60 de la ciudad de Pereira con el médico especialista laboral, situación que fue corroborada por el accionante a la auxiliar de Magistrado, según constancia visible a folio 4, cuaderno de segunda instancia. Lo anterior, significa que dentro del  presente trámite se logró determinar que uno de los motivos de amparo constitucional fue superado. Con respecto a la figura del hecho superado, la Corte Constitucional en sentencia T-358 de 2014 reiteró lo siguiente:  
“La naturaleza de la acción de tutela estriba en garantizar la protección inmediata de los derechos fundamentales. Entonces, cuando cesa la amenaza a los derechos fundamentales de quien invoca su protección, ya sea porque la situación que propiciaba dicha amenaza desapareció o fue superada, esta Corporación ha considerado que la acción de tutela pierde su razón de ser como mecanismo de protección judicial, en la medida en que cualquier decisión que el juez de tutela pueda adoptar frente al caso concreto carecerá de fundamento fáctico. En este sentir,  el juez de tutela queda imposibilitado para emitir orden alguna de protección del derecho fundamental invocado, de suerte que la Corte ha entendido que una decisión judicial bajo estas condiciones resulta inocua y contraria al objetivo constitucionalmente previsto para la acción de tutela[2]. 
 
(…)  El fenómeno de la carencia actual de objeto tiene como característica esencial que la orden del juez de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de amparo no surtiría ningún efecto, esto es, caería en el vacío[4]. Lo anterior se presenta, generalmente, a partir de dos eventos: el hecho superado o el daño consumado.

 

2.3.3.  Por un lado, la carencia actual de objeto por hecho superado se da cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo, razón por la cual cualquier orden judicial en tal sentido se torna innecesaria. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. 

 
Respecto a la carencia actual de objeto por hecho superado, la Corte ha indicado que el propósito de la acción de tutela se limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales, cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley.

 

(..) El hecho superado se presenta cuando, por la acción u omisión (según sea el requerimiento del actor en la tutela) del obligado, se supera la afectación de tal manera que “carece” de objeto el pronunciamiento del juez. La jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en la tutela”[7]. 
6.7.7.  Así las cosas, esta Sala considera que al haberse verificado la actuación de la ARL POSITIVA, le asiste la razón al impugnante de que se debe declarar un hecho superado, toda vez que esa administradora cumplió con la orden del juez fallador al remitir al señor Giraldo Taborda al médico laboral.  Por lo tanto, se confirmará el numeral 2º de la providencia estudiada.
DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR  PARCIALMENTE el numeral segundo del fallo de tutela emitido el  29 de diciembre  2016 por el Juez 1º  Penal del Circuito Especializado de Pereira, dentro de la tutela instaurada por el señor Giovanni Giraldo Taborda. DECLARAR UN HECHO SUPERADO en lo que tiene que ver con la orden emitida a la ARL POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario
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